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1. Introducción
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9El estudio del proceso de calificación de Pérdida de Capa-

cidad Laboral (PCL) tanto en las enfermedades como en los 
accidentes laborales y su impacto en los trabajadores es un 
tema de gran relevancia en el ámbito de la Salud y la Segu-
ridad en el Trabajo. Estas enfermedades, debido a su com-
plejidad, diversidad de causas y evolución, suelen presen-
tar dificultades para su diagnóstico, manejo y, finalmente, 
calificación en el porcentaje que indicará si existe o no una 
incapacidad permanente parcial o invalidez; de esto depen-
de el futuro laboral del implicado. En Colombia, este tema 
es abordado tanto en escenarios jurídicos como médicos, 
lo que a menudo genera disputas y retrasos en el acceso a 
los beneficios y servicios para los trabajadores afectados.

Un proceso de pérdida de capacidad laboral es aquel 
que se lleva a cabo posterior a sufrir un accidente o a la apa-
rición de una enfermedad, en este “se establece el porcen-
taje de afectación del conjunto de habilidades destrezas, 
aptitudes y potencialidades de orden físico, mental y social 
que le permiten al individuo desempeñarse en un trabajo 
habitual” (1). Se realiza en las diferentes instancias inician-
do en la Entidad Promotora de Salud (EPS) o la Administra-
dora de Riesgos Laborales (ARL) y puede ser escalado hasta 
la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, de ser nece-
sario, si la controversia continúa por alguna de las partes se 
acude a la justicia ordinaria quien será la última instancia 
para definir el resultado de dicho proceso.

El propósito del estudio fue identificar las barreras 
y los facilitadores en el proceso de calificación de pérdida 
de capacidad laboral, enfermedades de origen laboral, así 
como la comprensión integral de los múltiples factores in-
volucrados tanto médicos como jurídicos y sociales. Abor-
dar estos temas de manera efectiva implica considerar la 
prevención, detección temprana y atención oportuna de las 
enfermedades laborales, al igual que la colaboración entre 
los diferentes actores del sistema y la implementación de 
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10 estrategias para mejorar el acceso a los beneficios económi-
cos y servicios de salud a los que tienen derecho.

Desde el análisis de la normativa, sentencias y tu-
telas dentro del proceso de Pérdida de Capacidad Laboral 
(PCL), al entender las diferentes experiencias y las reali-
dades personales que esto conlleva, se logrará un conoci-
miento más profundo acerca de los facilitadores y las ba-
rreras que un proceso de tan alta complejidad tanto física 
como psicológica y económica presenta.

Por último, a partir de dicho análisis se dará a conocer 
una serie de reflexiones y conclusiones en las que se pretende 
mostrar los facilitadores, las barreras del proceso y las posi-
bles alternativas que podrían convertirlas en facilitadores. 





2. Descripción 
del proceso de 
calificación
de Pérdida
de Capacidad 
Laboral
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13En Colombia el proceso de Calificación de Pérdida de Capa-

cidad laboral (PCL), se define como el mecanismo que per-
mite establecer el porcentaje de afectación del conjunto de 
las habilidades, destrezas, aptitudes y/o potencialidades de 
orden físico, mental y social que le permiten al individuo 
desempeñarse en un trabajo habitual (2). Este se realiza 
posterior a la ocurrencia de un Accidente de Trabajo (AT), 
definido como “suceso repentino que sobreviene por causa 
o con ocasión del trabajo, y que produce en el trabajador 
una lesión orgánica, una perturbación funcional, una inva-
lidez o la muerte” (3) o, a la aparición de una Enfermedad 
Laboral (EL), la cual (4) es contraída como resultado de la 
exposición a factores de riesgo inherentes a la actividad la-
boral o del medio en el que el trabajador se ha visto obliga-
do a trabajar. Dicho proceso está regulado por la Ley 1562 
de 2012, que establece el procedimiento a seguir en caso 
de presentar alguna de las contingencias anteriores. 

La primera calificación conocida como calificación 
de origen puede ser hecha por la EPS una vez que se hayan 
cumplido 150 días de incapacidad con el mismo diagnósti-
co o, el trabajador puede solicitarla directamente a la ARL; 
durante la evaluación, el personal de salud revisa los ante-
cedentes médicos, realiza un examen físico y mental, así 
como una revisión de la documentación relacionada con 
la enfermedad o accidente laboral: copia de examen de in-
greso y retiro realizados por la empresa, análisis de puesto 
de trabajo, certificado del cargo, descripción del mismo y 
copia de planillas de seguridad social. Una vez el trabajador 
alcance la Mejoría Médica Máxima (MMM) o cumpla 540 
días de incapacidad, pasará al proceso de calificación rea-
lizado por las Juntas Regional y/o Nacional  de calificación 
reguladas por el Decreto 1352 de 2013, basados en el Ma-
nual Único de Calificación de Pérdida de Capacidad Laboral 
y Ocupacional (MUCPCLO) (1) el cual basado en la fecha de 
estructuración y la evolución del trabajador, permite una 
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14 evaluación cuantitativa de carácter médico, lo que le per-
mitirá obtener un porcentaje de calificación sobre el cual 
se calculará el grado de invalidez y la prestación económica 
a la que tiene derecho.  

El grado de severidad de la limitación se clasifica de 
la siguiente manera (5):

•	 Limitación moderada: aquella en la cual la 
persona tenga entre el 15 % y el 24 % de Pér-
dida de la Capacidad Laboral. 

•	 Limitación severa: aquella que sea mayor al 
25 % pero, inferior al 49 % de Pérdida de la 
Capacidad Laboral.

•	 	Limitación profunda: cuando la Pérdida de la 
Capacidad Laboral sea igual o mayor al 50 %.

Si es calificado dentro del 5-49 % se habla de inca-
pacidad permanente parcial, la cual le da derecho a una in-
demnización según el porcentaje de afectación; si se habla 
de una pérdida de capacidad laboral mayor al 50 %, el traba-
jador tiene derecho a una pensión de invalidez (6), tenien-
do en cuenta que para ello debe haber cotizado cincuenta 
semanas de pensión dentro de los tres años anteriores a 
la fecha en la que se dictaminó la invalidez (7). En caso de 
que haya controversia con el dictamen, el trabajador o la 
empresa pueden acudir a las siguientes instancias: la Junta 
Regional de Calificación (JRC) y la Junta Nacional (JNC) de 
Pérdida de Capacidad Laboral, la cual se rige por la Reso-
lución 2050 de 2022 (8), para su notificación se darán los 
siguientes pasos:

•	 Notificación del dictamen: se llevará a cabo du-
rante los dos días calendario siguientes a la 
fecha de celebración de la audiencia privada, 
se realiza por parte de la Junta Regional de 
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15Calificación de Invalidez a través de un co-

rreo físico y el envío de una citación certifi-
cada para que quede constancia de que todos 
los interesados fueron notificados y deben 
comparecer dentro de los siguientes cinco 
días hábiles posteriores. Si no es posible la 
notificación, se fija un documento de manera 
pública en un lugar visible de las instalacio-
nes de la junta, que permanecerá por diez 
días hábiles, indicando la fecha de fijación 
y retiro del aviso. En los casos de apelación, 
la Junta Nacional de Calificación (JNC) de 
Invalidez, dentro de los dos días calendario 
siguientes a la fecha de celebración de la au-
diencia privada, comunicará el dictamen por 
correo físico que deje constancia de su en-
trega. El director administrativo y financiero, 
una vez tenga la constancia de entrega de la 
comunicación a todas las partes interesadas 
en que ya el dictamen queda en firme, remi-
tirá el expediente a la Junta Regional para su 
respectivo control y custodia (8).

•	 Recurso de reposición y apelación: este recurso 
puede ser usado dentro de los diez días si-
guientes a la notificación del dictamen por 
cualquiera de los interesados, en él se deben 
explicar los motivos del desacuerdo profi-
riendo las pruebas y la consignación de ho-
norarios para la Junta Nacional en caso de 
apelación. El recurso de reposición deberá 
ser resuelto por las Juntas Regionales den-
tro de los diez días calendario siguientes a 
su recepción y no tendrá costo, en caso de 
que lleguen varios recursos sobre un mismo 
dictamen, este término empezará a contarse 
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16 desde la fecha en que haya llegado el último 
recurso. Al presentar el recurso de apelación 
a tiempo, el director administrativo y finan-
ciero de la Junta Regional de Calificación de 
Invalidez, entregará el expediente con la do-
cumentación dentro de los dos días hábiles 
siguientes a la Junta Nacional de Calificación 
de Invalidez, salvo en el caso en que falte 
la consignación de los honorarios a la Junta 
Nacional. Si el recurso de reposición o apela-
ción no fue presentado a tiempo, el director 
administrativo y financiero lo informará a la 
Junta de Calificación de Invalidez o, sala de 
decisión respectiva en la sesión siguiente. 
Por lo queda en firme el dictamen en con-
formidad con lo establecido en el artículo de 
notificación del dictamen (9). En caso de que 
el trabajador o la empresa continúen en con-
troversia con el dictamen, se debe acudir a la 
justicia ordinaria. 





3. Análisis de 
los facilitadores 
y barreras en el 
proceso según la 
evidencia presen-
te en sentencias 
judiciales
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19El impacto de las enfermedades laborales en el trabajador 

trasciende las dimensiones físicas y se extiende a aspectos 
emocionales, sociales y económicos. La falta de celeridad 
en el proceso de Pérdida de Capacidad Laboral, tramito-
logía y desconocimiento de plazos por parte del trabaja-
dor pueden afectar la calidad de vida de este, reducir su 
funcionalidad y generar dificultades económicas para su 
familia, alterando su proyecto de vida personal y familiar. 
Además, las personas que no pueden trabajar de forma efi-
ciente debido a enfermedades laborales pueden enfrentar 
dificultades en su entorno laboral, ya que sus compañeros 
pueden verse obligados a asumir responsabilidades adicio-
nales para suplir sus funciones (10,11).

Hecho un análisis de la normativa vigente, se con-
sidera esta como el principal facilitador, dado que existe 
un manual de calificación y un decreto que dicta la tabla 
de enfermedades laborales, lo que permite que los proce-
sos sean claros y equitativos, así como brindar soluciones 
a los actores del proceso que tenga controversias con el 
dictamen. Sin embargo, también existen barreras que difi-
cultan el proceso e incluso obligan a los interesados a acu-
dir a la última instancia, siendo esta la justicia ordinaria, 
por lo cual desde el análisis de las sentencias judiciales de 
las cortes del estado se procede a agrupar los principales 
conflictos presentados según su frecuencia. Todo esto será 
explicado de forma más detallada en un siguiente apartado 
de este capítulo.

3.1 Facilitadores

La palabra facilitador está formada con raíces latinas y 
significa “el que hace que sea más sencillo, sin complica-
ciones al ejecutar”. Sus componentes léxicos son: facilitas 
(cualidad (-tas) de poder (-ilis) hacer (facere)), más el sufijo 
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20 -dor (agente, el que hace la acción) (12). Para efectos de 
esta investigación, se definirá un facilitador en el proceso 
de calificación de Pérdida de Capacidad Laboral como un 
elemento que orienta, simplifica y favorece la satisfactoria 
culminación del proceso.

Cuando se habla de facilitadores en un proceso de 
calificación de Pérdida de Capacidad Laboral, es importan-
te remitirse a las normas. Las cuales están diseñadas para 
brindar claridad y establecer un marco de referencia común 
para médicos y otras partes interesadas involucradas en la 
calificación de la capacidad laboral. Para asegurar una for-
mación adecuada en este ámbito, algunas universidades e 
incluso la Junta Nacional de Calificación de Invalidez ofre-
cen diplomados y programas de capacitación especializada 
adicionales a la especialización y maestría en Seguridad y 
Salud en el Trabajo, ofertada a múltiples áreas profesiona-
les y no se limita solamente a las áreas de salud. Estos cur-
sos buscan brindar a los médicos y diferentes profesionales 
afines los conocimientos necesarios para entender y llevar 
a cabo el proceso de manera eficiente, siguiendo los pasos 
e instrucciones establecidas. Todo con la finalidad de estar 
en concordancia entre los colegas de las áreas médicas y las 
instituciones involucradas en la calificación de la capacidad 
laboral. Además, también les proporciona las herramientas 
para resolver cualquier conflicto que pueda surgir en rela-
ción con este tema.

Dentro de la normativa está el Decreto 1507 de 
2014 (1) cuyo objeto es expedir el Manual Único de Califi-
cación de Pérdida de Capacidad Laboral y Ocupacional, el 
cual dicta las pautas a seguir para llevar a cabo la califica-
ción garantizando que sea justa y equitativa para todos los 
trabajadores.

El decreto 1477 de 2014 (13), por el cual se expide la 
tabla de enfermedades laborales y su última actualización 
(14), se presenta con un doble abordaje: 
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21i.	 Agentes de riesgo, químicos, físicos, biológi-

cos, psicosociales y ergonómicos. 
ii.	 Hace claridad al tipo de enfermedades que 

se pueden calificar como laborales directas: 
asbestosis, mesotelioma maligno por exposi-
ción a asbesto, neumoconiosis del minero de 
carbón, silicosis y covid-19, y enfermedades 
ocupacionales con sus factores etiológicos, 
factor de riesgo ocupacional y la ocupación 
que posiblemente pueda estar asociada o de 
la cual se debe sospechar. 

Así mismo, es regulado el funcionamiento de las 
Juntas de Calificación mediante el decreto 1352 de 2013, 
“regida por los principios establecidos en la Constitución 
Política, entre ellos, la buena fe, el debido proceso, la igual-
dad, la moralidad, la eficiencia, la eficacia, la economía, la 
celeridad, la imparcialidad, la publicidad, la integralidad y 
la unidad” (9). Evidencia la organización e integración de 
las juntas, derechos y deberes de sus integrantes, requisi-
tos y tiempos de los procedimientos para obtener dictáme-
nes, instituciones y personas relacionadas.

El hecho de que existan diferentes instancias a las 
cuales apelar en el momento de estar en controversia con 
un dictamen, las cuales incluyen desde las Juntas de Califi-
cación hasta la Justicia Ordinaria, es un facilitador que per-
mite a los afectados tener diferentes perspectivas en sus 
procesos y muchas veces salir beneficiados.

3.2 Barreras

La Real Academia Española (RAE) define una barrera como 
“un obstáculo con que se cierra un paso o se cerca un lu-
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22 gar” (15), para el contexto del proceso de la PCL se consi-
derará una barrera como un evento que obstaculiza el paso 
hacia la calificación de Pérdida de Capacidad Laboral.

En la revisión documental del proceso de califica-
ción de PCL, se observó que tanto los trabajadores, como 
las entidades implicadas en el proceso (EPS, ARL y AFP) de-
ben tener en cuenta aspectos como la documentación que 
se debe adjuntar, los tiempos de duración del trámite, los 
costos y las ganancias secundarias del mismo, lo cual lleva 
a demoras y a que se presenten barreras, posiblemente, 
por desconocimiento de los mismos (1).

En el proceso de búsqueda y análisis de sentencias, 
fueron revisadas tanto las sentencias proferidas por la 
Corte Constitucional como por la Corte Suprema de Jus-
ticia. Ambas cortes desempeñan roles diferentes dentro 
del sistema judicial y emiten decisiones en distintas áreas 
del derecho, razón de su selección como bases de datos y 
adicionalmente son de acceso público en general. A conti-
nuación, se explican sus funciones y su relevancia para esta 
investigación:

En la rama judicial colombiana existen tres juris-
dicciones principales, encargadas de resolver di-
ferentes tipos de conflictos legales. Estas jurisdic-
ciones se dividen en la ordinaria (Corte Suprema 
de Justicia), constitucional (Corte Constitucional) 
y administrativa (Consejo de Estado). En la Corte 
Suprema de Justicia se abordan asuntos civiles, 
penales y laborales, siendo los laborales los temas 
que principalmente interesan en esta investiga-
ción. Por otro lado, en la Corte Constitucional se 
resuelven las acciones de tutela que son presen-
tadas para proteger los derechos fundamentales 
de los individuos. En cuanto al Consejo de Estado, 
cabeza de la rama administrativa, no se consideró 
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23su jurisprudencia de interés para el trabajo actual 

ya que se enfoca en revisar los procesos adminis-
trativos del Estado (16). 

Desde las relatorías virtuales de la Corte Constitu-
cional y la Corte Suprema de Justicia, se tomaron en cuenta 
para la selección de sentencias los siguientes criterios de 
inclusión:

•	 Período comprendido entre enero del 2015 y 
mayo del 2023.

•	 Sentencias que durante el proceso de PCL 
hayan utilizado el último Manual de Califica-
ción de Pérdida de Capacidad Laboral (1).

•	 Sentencias que se hayan centrado en el pro-
ceso de PCL por enfermedad laboral y acci-
dente de trabajo.

 
Se encontraron 688 sentencias en total, de las cua-

les 393 fueron de las relatorías de la Corte Constitucional, 
de ellas, veintiséis sentencias cumplieron los criterios de 
inclusión en su totalidad. Por otro lado, 295 fueron de las 
relatorías de la Corte Suprema de Justicia y de las cuales 
diecinueve sentencias cumplieron los criterios de inclusión 
en su totalidad (ver Anexo 1).

Teniendo en cuenta que las sentencias revisadas, 
tanto de la Corte Constitucional como de la Corte Suprema 
de Justicia, son de acceso libre al público en general, cabe 
mencionar que no se divulgará información sensible de las 
partes involucradas en cada sentencia, es decir, documento 
de identidad de los trabajadores y nombre tanto del traba-
jador como de la empresa involucrada. Así no se vulneran 
sus derechos y son datos irrelevantes para efectos de esta 
investigación.
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24 Luego del análisis de las sentencias se agruparon las 
barreras en cuatro categorías, a saber:

Controversia con el dictamen de las juntas
Posterior a la ley 100 de 1993, la regulación en materia de 
seguridad social no solo incluyó la protección económi-
ca por incapacidad e invalidez en el ámbito laboral, sino 
también se orientó hacia el establecimiento de procesos 
y normas. Las Juntas de Calificación de Invalidez, fueron 
creadas mediante los artículos 41, 42 y 43 de la Ley 100 de 
1993 y tienen la función de actuar, en primera y segunda 
instancia, en los procesos de determinación del origen y de 
calificación de la Pérdida de Capacidad Laboral e invalidez 
de los habitantes del país.

Es importante destacar que la asignación de com-
petencia para calificar la Pérdida de Capacidad Laboral, en 
primera instancia, a las autoridades o entidades encarga-
das de brindar la cobertura económica respectiva, ha sido 
una medida utilizada en el pasado. Desde la consolidación 
normativa de la seguridad social en Colombia a finales de 
los años 90, se contempló la posibilidad de que estos or-
ganismos garanticen que profesionales especializados en 
la materia evalúen y determinen el grado y origen de la 
afectación en la funcionalidad laboral de las personas (17).

Considerando que la calificación de la Pérdida de 
Capacidad Laboral, así como la determinación de su origen 
y fecha de estructuración, constituyen los fundamentos 
técnicos y legales necesarios para establecer la intensidad 
de las prestaciones asistenciales y económicas que las Enti-
dades Administradoras de Seguridad Social deben propor-
cionar. Estas entidades incluyen Administradoras de Pen-
siones, Entidades Promotoras de Salud y Administradoras 
de Riesgos Laborales. A través de este proceso, se evalúa el 
impacto que un accidente o una enfermedad puede tener 
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25en la funcionalidad, la salud física, mental y laboral de la 

persona afectada. Con base a esta calificación, se determina 
el monto de la compensación económica correspondiente 
al evento en cuestión.

Se evidenció que la causa más prevalente de con-
troversia es el dictamen de las Juntas de Calificación tanto 
regional como nacional, siendo el 31,1 % de las sentencias 
revisadas, estas inconformidades, se relacionan en su ma-
yoría con el porcentaje de calificación de la enfermedad 
que usualmente, considera el demandante, está por debajo 
de lo real, afectando las pretensiones del trabajador y obli-
gándolo a acudir a una nueva instancia. Dicha calificación 
porcentual se hace con referencia al Manual Único para la 
Calificación de la Pérdida de la Capacidad Laboral y Ocu-
pacional que, aunque cuenta con adecuadas herramientas 
para este proceso, no considera las situaciones personales 
del individuo, lo cual no permite se vea al trabajador en 
conjunto y limita el grado del porcentaje (18). Otra causa 
de dificultad a la hora de calificar, es la falta de documenta-
ción de patologías sufridas por el trabajador dado que para 
algunos dictámenes se requiere la presencia de pruebas 
especializadas a las que los trabajadores que viven en las 
zonas más apartadas no tienen fácil acceso; la barrera geo-
gráfica constituye un impedimento importante en un país 
como Colombia a la hora de llevar a cabo un proceso de 
PCL, no solo por lo expuesto anteriormente sino porque al 
trabajador se le dificulta cumplir los plazos de apelación y 
de acceso a las juntas, ya que por ejemplo la Junta Nacional 
de Calificación solo se encuentra en Bogotá.

Dilatación en el proceso por tramitología y documentación 
con ARL y AFP
Discrepancias entre las EPS y las ARL en el proceso de PCL, 
el desconocimiento de las obligaciones de la ARL y, la soli-



In
ve

st
ig

ac
io

ne
s 

en
 s

al
ud

 y
 t

ra
ba

jo
. n

.° 
8

26 citud de documentación prescindible, genera una tramito-
logía innecesariamente larga para el trabajador.

A pesar de ser la controversia de menor porcenta-
je (20,0 %), el requerimiento de documentos prescindibles 
para el proceso es otra de las causas importantes de de-
mandas, dado que genera una demora innecesaria en la 
conclusión del proceso y, por ende, en la recepción de los 
beneficios correspondientes al trabajador. En numerosas 
sentencias analizadas se encontró la solicitud de documen-
tos improcedentes con la calificación de PCL, como regis-
tros civiles de nacimiento, reevaluación de historia laboral, 
entre otros.

Otro elemento frecuente presente en múltiples sen-
tencias fue la discrepancia entre las EPS y las ARL debido a 
que, según el origen de la enfermedad, en algunos casos ni 
siquiera se ha establecido, que la atención de calificación 
de PCL debe ser asumida por una u otra entidad, dilatando 
el proceso y aumentando el deterioro de salud del trabaja-
dor afectado.

Incluso la misma rigurosidad del proceso desde su 
normativa es usada por entidades como las ARL para dilatar 
el proceso o incluso no aceptarlo. Tal fue el caso de un 
trabajador que efectuó la calificación de PCL directamente 
a través de la Junta Regional de Calificación de Invalidez, 
se le negó la solicitud de pensión de invalidez debido a 
que la ARL argumentaba que, según el artículo 29 del De-
creto 1352 de 2013 (9), en los casos en que el concepto 
de una Junta de Calificación de Invalidez fuera emitido a 
instancias del afiliado, se debe notificar a la administradora 
correspondiente, situación que no ocurrió (19). Se dilata el 
proceso de forma indirecta, ya que debe ser calificado de 
nuevo o recurrir a otra instancia como la demanda judicial 
para que se le reconozcan derechos a causa de un error 
procedimental.
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27Incumplimientos y lagunas legales en la afiliación a ARL y 

semanas de cotización
Incumplimiento por parte del empleador en la afiliación 
al sistema de riesgos laborales y general de pensiones, así 
mismo cuando se presentan cambios de empleo que oca-
sionan pérdidas de semanas de cotización.

El incumplimiento y las lagunas legales en la afilia-
ción al sistema de riesgos laborales es otra de las causas 
de demandas más frecuentes (24,4 %). En estos casos, los 
trabajadores no están afiliados o están mal vinculados por 
parte de sus empleadores al momento de solicitar el inicio 
de la calificación de PCL, razón por la que no son admitidos 
al proceso. Aspecto que permite que su fondo de pensio-
nes o ARL se niegue a responder por incumplimiento de 
la ley por parte de los empleadores en el momento de la 
contratación (20) o, por el no reconocimiento de la con-
mutación de las obligaciones pensionales, entre ellos tener 
cotizadas cincuenta semanas durante los tres años previos 
a la fecha de estructuración (21).

Un ejemplo de lo anterior lo encontramos en la sen-
tencia T-509/15, en la cual una empleada del servicio do-
méstico solicitó a Colpensiones el reconocimiento de su 
pensión de invalidez. Esta fue negada por la entidad acu-
sando que la demandante incumplió con el numeral 1.º del 
artículo 1.º de la Ley 860 de 2003, por lo que la afectada so-
licita sea revisada su solicitud de reconocimiento de pago, 
conforme lo dispone el parágrafo 2.º del mismo artículo. 
Para calcular las semanas requeridas a las que hace referen-
cia esta disposición, se debe tener en cuenta el número de 
semanas exigidas en el Acuerdo 049 de 1990 para acceder 
dicho beneficio (22).

En esta situación se consideran vulnerados los dere-
chos al mínimo vital, la vida digna, la dignidad humana, la 
salud y al debido proceso, estando relacionadas con las no 
afiliaciones o inadecuadas afiliaciones de los trabajadores a 
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28 los fondos de pensiones y las ARL, lo cual se hace evidente 
puede ser también culpa del trabajador, por incumplimien-
to de la ley o por desconocimiento de esta.

En este sentido, un ejemplo encontrado fue el Auto 
039/20 en el cual se demanda al fondo de pensiones con 
el propósito de obtener el amparo de los derechos funda-
mentales a la igualdad, al debido proceso y a la seguridad 
social. Se argumentó la vulnerabilización de sus derechos 
al haber negado la autorización de calificación de Pérdida 
de Capacidad Laboral, por desconocimiento de condición 
de afiliado y futuro pensionado, de su respectivo fondo de 
pensiones. Dada por el no reconocimiento de la conmuta-
ción de obligaciones pensionales, dicha negativa afectará 
la posibilidad futura de solicitar el reconocimiento de una 
pensión de invalidez (23).

Discrepancia con la calificación de origen
ARL en desacuerdo con la calificación de origen laboral a lo 
que ellos consideran una enfermedad común.

Existe una situación particular respecto a las entida-
des Administradoras de Seguridad Social, lo cual permite 
que estas decidan en qué medida se reconocerá o negará el 
derecho a las prestaciones económicas y asistenciales que 
se establecen en el Sistema general de Seguridad y Salud, 
dicha situación es la posibilidad de ejercer como juez y par-
te calificando en la primera oportunidad el origen y fecha 
de estructuración de la enfermedad (24).

 Por lo anterior, el demandante insiste en que la res-
ponsabilidad de calificar la pérdida de capacidad laboral, su 
origen y fecha de estructuración, no debe recaer en la pri-
mera instancia, ya que ellos tienen la obligación de recono-
cer y pagar las prestaciones económicas y asistenciales de-
rivadas de un accidente o enfermedad laboral, así como el 
impacto que tiene en la salud física, mental y ocupacional 
de la persona afectada. Estas entidades pueden carecer de 
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29imparcialidad, objetividad e independencia al tomar estas 

decisiones, por lo que se argumenta que dichas decisiones 
son inconstitucionales.

En esta investigación se encontró que en el 24,4 % 
de las sentencias revisadas son las inconformidades con la 
calificación de origen, debido a que un porcentaje impor-
tante de trabajadores con enfermedades de origen laboral 
son calificados como de origen común en la primera opor-
tunidad, por lo que deben recurrir a la siguiente instancia 
para ser recalificados. En algunas sentencias se constató la 
inconformidad del trabajador con su calificación, ya que 
consideran, desde su perspectiva personal, que la enferme-
dad es de origen laboral y buscan reparaciones económicas; 
estos eventos de apelación del origen de la enfermedad se 
realizaron bajo asesoría jurídica en el uso de la Tabla de En-
fermedades Laborales (13) y sus actualizaciones realizadas 
en 2020 (14,25). Cabe añadir que la calificación del origen 
de la enfermedad puede variar si hay una mala interpreta-
ción o un déficit en la documentación de la historia clínica. 
Aspecto que se pudo observar en la sentencia c-295-21 en 
la que se demanda por las prestaciones que implica que a 
un trabajador con una enfermedad laboral se le califique 
como de origen común. “La pensión de vejez, tiene un in-
greso base de liquidación del 65 %, mientras que el ingreso 
base de liquidación conforme al Artículo 40 de la Ley 100 
de 1993, para la pensión de invalidez, establece dos ingre-
sos bases de liquidación como son el 45 % y el 54 % acorde 
con el grado de invalidez (50-66 %) y 54 % (igual o superior 
al 66 %)” (26). 

De esta forma, se evidencian algunas de las barreras 
más frecuentes a las que se enfrentan los trabajadores en 
su proceso de PCL y lo que obliga a acudir a otras instancias 
para poder obtener las pretensiones justas secundarias a su 
problema de salud.
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30 Conociendo ya los facilitadores junto a las principa-
les controversias encontradas en las sentencias, se eviden-
ció una fuerte relación entre facilitadores y barreras en el 
proceso de PCL. Esto sustentado en que si bien los facilita-
dores, por su definición misma, son elementos que orien-
tan, simplifican y favorecen la satisfactoria culminación 
del proceso y utilizados de manera adecuada, hacen que el 
proceso sea efectivo, en el momento de su uso inadecua-
do se convierten en barreras que entorpecen y alargan el 
proceso. Lo que genera daños o deterioro de la salud física 
y mental de los trabajadores, además de interferir con las 
condiciones familiares de los mismos y generar afectacio-
nes económicas, conllevando a situaciones que fueron de-
nunciadas por los trabajadores.





4. Reflexiones
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4. Reflexiones
Las siguientes reflexiones están orientadas a guiar al traba-
jador y optimizar el sistema para un satisfactorio proceso 
de PCL.

Al comprender el proceso de PCL paso a paso desde 
la normativa vigente en la teoría hasta su aplicabilidad en 
la vida real, percibido desde las sentencias de las cortes, se 
aprecia que surgen barreras que dificultan su consecución 
y, por tanto, no le permiten al trabajador recibir adecuada-
mente cualquier tipo de indemnización o pensión de inva-
lidez en caso de presentar una significativa pérdida de su 
capacidad laboral.

•	 Evaluar la posibilidad de crear un decreto en 
el cual exista un equipo independiente de las 
EPS, ARL, AFP y, del trabajador mismo; esto 
con el fin de que todo el proceso desde su 
inicio sea lo más imparcial y objetivo posible, 
con el fin de evitar dilataciones en el mismo, 
por búsqueda de intereses propios de las ad-
ministradoras de los diferentes regímenes e 
incluso del mismo trabajador al buscar ma-
yores beneficios, principalmente de índole 
económico, de los que le corresponde. 

•	 A pesar de la existencia de programas de 
fortalecimiento académico posteriores al 
pregrado en universidades y desde la misma 
Junta Nacional de Calificación de Invalidez, 
se recomienda la formación temprana de los 
futuros profesionales, al menos inicialmente 
en la esencia del proceso de PCL, principal-
mente en los programas de medicina, ya que 
estos futuros médicos serán quienes emitan 
el concepto de origen de la enfermedad y la 
fecha de estructuración, entre otros. Esto les 
permitirá a los profesionales desde su pregra-
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34 do tener nociones básicas para evitar errores 
de procedimiento e interpretaciones erró-
neas del proceso por desconocimiento de la 
norma. Cosa que los programas posteriores 
al pregrado sean genuinamente de fortaleci-
miento y no la primera experiencia de apren-
dizaje en el proceso de PCL.

•	 Enseñanza a los trabajadores desde que in-
gresan a una empresa sin importar su acti-
vidad económica o tipo de vinculación labo-
ral. El Decreto 1507 de 2014 (1) explica muy 
detalladamente el proceso, pero puede ser 
de difícil comprensión para aquellos que no 
están formados en esos temas y tienen bajo 
nivel de alfabetización. Si desde el área de 
Seguridad y Salud en el trabajo se capacita al 
trabajador en cómo actuar cuando se presen-
ta un accidente de trabajo o una enfermedad 
laboral, desde el inicio del evento hasta el 
dictamen de si es o no apto para recibir una 
pensión de invalidez o una indemnización 
según el porcentaje calificado, se evitarán 
barreras como la tramitología prolongada por 
requisitos incompletos o falta de reconoci-
miento de obligaciones por parte de alguna 
entidad para iniciar el proceso.

•	 Considerar tiempos más prolongados de ape-
lación según las condiciones sociales, demo-
gráficas y económicas de cada trabajador, con 
priorización en aquellos en condición de vul-
nerabilidad.

•	 Evaluar la posibilidad de crear un grupo ca-
lificador experto en pérdida de capacidad 
laboral que viaje a zonas que sean de fácil 
acceso a los trabajadores que vivan en las re-
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35giones más distantes del país y garantizarles 

la eficiencia en su proceso.
•	 El equipo de SST en las empresas debe imple-

mentar capacitaciones en temas relacionados 
no solo con evitar accidentes y enfermeda-
des laborales, sino también capacitar en le-
gislación.

•	 Disminuir los requisitos o facilitar el acce-
so a PCL teniendo en cuenta las condiciones 
socioeconómicas y de accesibilidad de cada 
trabajador.

•	 Dadas las condiciones sociodemográficas del 
país, considerar facilitar el acceso a las jun-
tas, bien sea por apertura de nuevas sedes o 
por el manejo mediante telemedicina.

•	 Entrenar y adjuntar personal capacitado para 
atender demandas de PCL en justicia ordinaria. 
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